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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
 
 



8 

 

ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
 



11 

 

Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
 



4 

 

2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
 



7 

 

2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  



10 

 

 
6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 



5 

 

debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
 



7 

 

2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 



6 

 

que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
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ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 
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que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 
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PROYECTO DE ACTO LEGISLATIVO 
 

“Por medio del cual se reforma la Constitución Política en asuntos relacionados con la justicia”  
 

EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
 

DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO 1. El artículo 86 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 86. Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento y 
lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la 
protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos 
resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. 
  
La protección consistirá en una orden para que aquél respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se 
abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse ante el juez 
competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte Constitucional para su eventual revisión.  
 
Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 
 
En ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud de tutela y su resolución. 
 
La ley establecerá los casos en los que la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 
prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y directamente el interés colectivo, o 
respecto de quienes el solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión. 
 
La ley estatutaria regulará lo relativo a las reglas de competencia y especialidad en materia de tutela 
entre los distintos jueces y tribunales.  
 
La acción de tutela contra providencias judiciales, sean autos o sentencias, deberá presentarse ante el 
superior funcional del accionado. La impugnación del fallo de tutela de primera instancia, se concederá 
en el efecto suspensivo. 
 
La acción de tutela contra providencias judiciales y arbitrales, deberá interponerse dentro del término de 
treinta días contados a partir del día siguiente al de su ejecutoria, so pena de su caducidad. Deberá 
interponerse mediante abogado, salvo cuando en el proceso judicial respectivo no haya sido obligatoria 
la postulación a través de abogado.  
  
La tutela contra providencias judiciales de una sala de tribunal superior de distrito judicial, de una 
sección de tribunal administrativo o contra providencias arbitrales, deberá interponerse ante la 
respectiva Sala de la Corte Suprema de Justicia o Sección del Consejo de Estado, según el caso, en 
única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de veinte días entre la solicitud de tutela y su 
resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y revisado por la respectiva Sala de la Corte 
Constitucional o su Sala Plena. 
 
La tutela contra providencias judiciales de una Sala de la Corte Suprema de Justicia¸ de una Sección 
del Consejo de Estado o de la Sala Plena del Consejo de Estado, deberá interponerse ante la Sala 
Plena de la respectiva Corporación, en única instancia y en ningún caso podrán transcurrir más de 
treinta días entre la solicitud de tutela y su resolución. El fallo de tutela podrá ser seleccionado y 
revisado por la Sala Plena de la Corte Constitucional, con la finalidad de unificar la interpretación en 
materia de derechos fundamentales.”. 
 
 
 



2 

 

ARTÍCULO 2. El artículo 116 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de Estado, la Fiscalía 
General de la Nación, los tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la Justicia Penal 
Militar. La ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas a determinados empleados 
judiciales, salvo proferir sentencias o decisiones que pongan fin a los procesos. 
 
El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 
 
La ley podrá atribuir, excepcionalmente y a prevención, función jurisdiccional en materias precisas a 
determinadas autoridades administrativas. Las decisiones que le pongan fin a estas actuaciones serán 
apelables ante las autoridades judiciales, salvo las excepciones previstas en la ley. Sin embargo, no les 
será permitido juzgar delitos. 
 
Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la 
condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por la ley o 
por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley.  
 
De manera excepcional, la ley podrá conferir funciones jurisdiccionales a notarios, centros de arbitraje 
y/o conciliación.  
 
Parágrafo. Los conflictos de competencia entre jurisdicciones, no asignados especialmente, serán 
dirimidos en la forma que lo establezca la ley, por una Sala de Decisión integrada por un magistrado de 
la Corte Suprema, uno  de la Corte Constitucional y otro del Consejo de Estado. 
 
Parágrafo transitorio. La ley podrá atribuir, excepcionalmente, función jurisdiccional en materias 
precisas a abogados en ejercicio como medida transitoria de cinco años prorrogables con fines de 
descongestión judicial. La ley establecerá los requisitos que deben cumplir los abogados para ejercer 
estas funciones, así como los eventos en que deben ser asumidas como condición obligatoria no 
remunerada para el ejercicio de la profesión.”.  
 
ARTÍCULO 3. El artículo 156 de la Constitución Política quedará así:  
 
“Artículo 156. La Corte Constitucional, el Consejo Superior Judicial, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Nacional Electoral, el Procurador General de la Nación, el Contralor 
General de la República, tienen la facultad de presentar proyectos de ley en materias relacionadas con 
sus funciones.”. 
 
ARTÍCULO 4. El artículo 174 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 174. Corresponde al Senado conocer de las acusaciones que formule la Cámara de 
Representantes contra el Presidente de la República o quien haga sus veces; contra el Vicepresidente 
de la República, los magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y de la Corte 
Constitucional, los miembros del Consejo Superior Judicial, y el Fiscal General de la Nación, aunque 
hubieren cesado en el ejercicio de sus cargos. En este caso, conocerá por hechos u omisiones 
ocurridos en el desempeño de los mismos.”. 
 
ARTÍCULO 5. El numeral 3 del artículo 178 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 178. La Cámara de Representantes tendrá las siguientes atribuciones especiales: 
 
(…)  
 
3. Acusar ante el Senado, cuando hubiere causas constitucionales, al Presidente de la República o a 
quien haga sus veces, al Vicepresidente de la República, a los Magistrados de la Corte Constitucional, a 
los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, a los Magistrados del Consejo de Estado, a los 
miembros del Consejo Superior Judicial,  y al Fiscal General de la Nación. 
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(…)”. 
 
ARTÍCULO 6. El artículo 186 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 186. El juzgamiento de los delitos que cometan los congresistas, corresponderá en forma 
privativa a la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, en primera y segunda instancia, en los 
términos previstos en el numeral 3 del artículo 235.”. 
 
ARTÍCULO 7. Adiciónese un numeral 3 al artículo 201 de la Constitución Política, del siguiente tenor: 
 
“Artículo 201. Corresponde al Gobierno, en relación con la Rama Judicial:  
 
(…)  
 
3. Liderar el diseño de la política criminal del Estado.”. 
 
ARTÍCULO 8. El artículo 231 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 231. Los Magistrados de la Corte Suprema y del Consejo de Estado serán elegidos por la 
respectiva Corporación.  
 
En la integración de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se atenderá el criterio de un 
adecuado equilibrio entre quienes provienen del ejercicio profesional, la rama judicial y la academia.”.  
 
ARTÍCULO 9. El numeral 4 del artículo 232 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado se requiere: 
 
(…) 
 
4. Haber desempeñado, durante veinte años, cargos en la rama judicial o en el Ministerio Público, o 
haber ejercido, con buen crédito, por el mismo tiempo, la profesión de abogado, o la cátedra 
universitaria en disciplinas jurídicas en establecimientos reconocidos oficialmente. 
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 10. El artículo 233 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 233. Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, y del 
Consejo de Estado serán elegidos para períodos individuales de ocho años, no podrán ser reelegidos y 
permanecerán en el ejercicio de sus cargos mientras observen buena conducta, tengan rendimiento 
satisfactorio y no hayan llegado a la edad de setenta años. 
 
Los Magistrados de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de Estado y 
del Consejo Nacional Electoral, el Fiscal General de la Nación, el Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo,  el Contralor General de la República y el Registrador Nacional del Estado Civil, 
no podrán ser elegidos a cargos de elección popular durante el período de ejercicio de sus funciones, ni 
dentro de los cinco años siguientes a su retiro.”. 
 
ARTÍCULO 11. El artículo 235 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 235. Son atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 
 
1. Actuar como tribunal de casación. 
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2. Juzgar al Presidente de la República o a quien haga sus veces, y a los altos funcionarios de que trata 
el artículo 174, por cualquier hecho punible que se les impute, conforme al artículo 175 numerales 2º y 
3º. 
 
3. Juzgar a los miembros del Congreso.  
 
La Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia estará dividida en dos secciones. La primera sección se 
encargará del juzgamiento en primera instancia y, la otra, del juzgamiento en segunda instancia. 
 
4. Juzgar, previa acusación del Fiscal General de la Nación, del Vicefiscal General de la Nación o de 
sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los Ministros del 
Despacho, a los congresistas, al Procurador General, al Defensor del Pueblo, a los Agentes del 
Ministerio Público ante la Corte, ante el Consejo de Estado y ante los Tribunales; a los Directores de los 
Departamentos Administrativos, al Contralor General de la República, a los Embajadores y jefe de 
misión diplomática o consular, a los Gobernadores, a los Magistrados de Tribunales y a los Generales y 
Almirantes de la Fuerza Pública, por los hechos punibles que se les imputen.   
 
5. Conocer de todos los negocios contenciosos de los agentes diplomáticos acreditados ante el 
Gobierno de la Nación, en los casos previstos por el Derecho Internacional. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados del Consejo de Estado y el Procurador 
General de la Nación. 
 
7. Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción penal militar, así 
como entre la ordinaria y las especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento. 
 
9. Las demás atribuciones que señale la ley. 
 
Parágrafo 1º. Cuando los funcionarios antes enumerados hubieren cesado en el ejercicio de su cargo, 
el fuero sólo se mantendrá para las conductas punibles que tengan relación con las funciones 
desempeñadas. 
 
Parágrafo 2°. Lo dispuesto en el numeral tercero de este artículo, se aplicará a las demás personas 
con fuero constitucional.  
 
Parágrafo transitorio. Lo dispuesto en el presente artículo, sobre investigación y juzgamiento de 
aforados constitucionales, sólo se aplicará para los delitos cometidos con posterioridad a la vigencia del 
presente acto legislativo.”. 
 
ARTÍCULO 12. El artículo 237 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 
 
1. Desempeñar las funciones de tribunal supremo de lo contencioso administrativo, conforme a las 
reglas que señale la ley. 
 
2. Conocer de las acciones de nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno 
Nacional, cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional. 
 
3. Actuar como cuerpo supremo consultivo del gobierno en asuntos de administración, debiendo ser 
necesariamente oído en todos aquellos casos que la Constitución y las leyes determinen. 
 
En los casos de tránsito de tropas extranjeras por el territorio nacional, de estación o tránsito de buques 
o aeronaves extranjeros de guerra, en aguas o en territorio o en espacio aéreo de la Nación, el gobierno 
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debe oír previamente al Consejo de Estado. 
 
4. Preparar y presentar proyectos de actos reformatorios de la Constitución y proyectos de ley. 
 
5. Conocer de los casos sobre pérdida de la investidura de los Congresistas, de conformidad con esta 
Constitución y la ley. 
 
6. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Constitucional y el Contralor 
General de la República. 
 
7.  Dirimir los conflictos de competencia entre la jurisdicción contencioso administrativa y las 
jurisdicciones especiales.  
 
8. Darse su propio reglamento y ejercer las demás funciones que determine la ley. 
 
10. Conocer de la acción de nulidad electoral con sujeción a las reglas de competencia establecidas en 
la ley. 
 
Parágrafo. Para ejercer el contencioso electoral ante la jurisdicción administrativa contra el acto de 
elección de carácter popular cuando la demanda se fundamente en causales de nulidad por 
irregularidades en el proceso de votación y en el escrutinio, es requisito de procedibilidad someterlas, 
antes de la declaratoria de elección, a examen de la autoridad administrativa correspondiente, que 
encabeza el Consejo Nacional Electoral.”. 
 
ARTÍCULO 13. El artículo 241 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 241. A la Corte Constitucional se le confía la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución, en los estrictos y precisos términos de este artículo. Con tal fin, cumplirá las siguientes 
funciones: 
 
1. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que promuevan los ciudadanos contra los actos 
reformatorios de la Constitución, cualquiera que sea su origen, sólo por vicios de procedimiento en su 
formación. 
 
2. Decidir, con anterioridad al pronunciamiento popular, sobre la constitucionalidad de la convocatoria a 
un referendo o a una asamblea constituyente para reformar la Constitución, sólo por vicios de 
procedimiento en su formación. 
 
3. Decidir sobre la constitucionalidad de los referendos sobre leyes y de las consultas populares y 
plebiscitos del orden nacional. Estos últimos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización. 
 
4. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra las leyes, 
tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación.  
 
5. Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudadanos contra los decretos 
con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en los artículos 150 numeral 10 y 341 de la 
Constitución, por su contenido material o por vicios de procedimiento en su formación. 
 
6. Decidir sobre las excusas de que trata el artículo 137 de la Constitución. 
 
7. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los decretos legislativos que dicte el gobierno 
con fundamento en los artículos 212, 213 y 215 de la Constitución. 
 
8. Decidir definitivamente sobre la constitucionalidad de los proyectos de ley que hayan sido objetados 
por el Gobierno como inconstitucionales, de los proyectos de leyes estatutarias, de los proyectos de ley 
en asuntos penales, de aquellos que regulen impuestos, contribuciones y recursos parafiscales y de los 



6 

 

que regulen la actividad de las personas que manejan, aprovechan o invierten recursos provenientes 
del ahorro público, tanto por su contenido material como por vicios de procedimiento en su formación. 
 
Con tal fin, el Congreso los remitirá a la Corte Constitucional, dentro de los seis días siguientes a su 
aprobación. Los ciudadanos o el gobierno podrán intervenir para defender o impugnar su 
constitucionalidad. Si la Corte los declara constitucionales, el gobierno deberá sancionarlos, salvo si los 
objeta por razones de inconveniencia, en cuyo caso se seguirá el trámite previsto en los artículos 166 y 
167 de la Constitución Política. 
 
9. Revisar, en la forma que determine la ley, las decisiones judiciales relacionadas con la acción de 
tutela de los derechos constitucionales. 
 
10. Decidir definitivamente sobre la exequibilidad de los tratados internacionales y de las leyes que los 
aprueben. Con tal fin, el gobierno los remitirá a la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción 
de la ley. Cualquier ciudadano podrá intervenir para defender o impugnar su constitucionalidad. Si la 
Corte los declara constitucionales, el gobierno podrá efectuar el canje de notas; en caso contrario no 
serán ratificados. Cuando una o varias normas de un tratado multilateral sean declaradas inexequibles 
por la Corte Constitucional, el Presidente de la República sólo podrá manifestar el consentimiento 
formulando la correspondiente reserva. 
 
11. Conocer de los asuntos disciplinarios contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. 
 
12. Darse su propio reglamento. 
 
Parágrafo. Cuando la Corte encuentre vicios de procedimiento subsanables en la formación del acto 
sujeto a su control, ordenará devolverlo a la autoridad que lo profirió para que, de ser posible, enmiende 
el defecto observado. Subsanado el vicio, procederá a decidir sobre la exequibilidad del acto.”. 
 
ARTÍCULO 14. El artículo 250 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal 
y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un delito que lleguen a su 
conocimiento por medio de denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  
 
No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías. Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la 
Fuerza Pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que 
aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la 
protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de 
conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función. 
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; 
igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que 
cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas 
siguientes.  
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2. Adelantar registros, allanamientos, incautaciones e interceptaciones de comunicaciones. En estos 
eventos el juez que ejerza las funciones de control de garantías efectuará el control posterior respectivo, 
a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes, al solo efecto de determinar su validez.  
 
3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se 
ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de 
derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las 
funciones de control de garantías para poder proceder a ello. 
 
4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un juicio 
público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con todas las garantías. 
 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según lo dispuesto 
en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 
6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia a las 
víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación integral a los afectados 
con el delito. 
 
7. Velar por la protección de las víctimas, los jurados, los testigos y demás intervinientes en el proceso 
penal, la ley fijará los términos en que podrán intervenir las víctimas en el proceso penal y los 
mecanismos de justicia restaurativa. 
 
Las víctimas actuarán en condiciones de igualdad dentro de la investigación y el juzgamiento, con 
respecto a las facultades de la Fiscalía y la Defensa. 
 
8. Dirigir y coordinar las funciones de policía Judicial que en forma permanente cumple la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley. 
 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El Fiscal General y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el Fiscal General de la Nación o sus delegados 
deberán suministrar por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia, incluidos los que le sean favorables al procesado. 
 
Parágrafo primero. La Procuraduría General de la Nación continuará cumpliendo en el nuevo sistema 
de indagación, investigación y juzgamiento penal, las funciones contempladas en el artículo 277 de la 
Constitución Nacional. 
 
Parágrafo segundo. Atendiendo a la naturaleza del bien jurídico o a la menor lesividad de la conducta 
punible, el legislador podrá asignarle el ejercicio de la acción penal a la víctima o a otras autoridades 
distintas a la Fiscalía General de la Nación. En todo caso, la Fiscalía General de la Nación podrá actuar 
en forma preferente.”. 
 
ARTÍCULO 15. El numeral 1 del artículo 251 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 251. Son funciones especiales del Fiscal General de la Nación: 
 
1. Investigar y acusar, si hubiere lugar, directamente o por conducto del Vicefiscal General de la Nación 
o de sus delegados de la unidad de fiscalías ante la Corte Suprema de Justicia, a los altos servidores 
que gocen de fuero constitucional, con las excepciones previstas en la Constitución. 
  
(…).”. 
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ARTÍCULO 16. El Capítulo 7 del Título VIII de la Constitución Política quedará así: 
 
“Capítulo 7.  Del Consejo Superior Judicial.”. 
 
ARTÍCULO 17. El artículo 254 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 254. La administración de la Rama Judicial  estará a cargo del  Consejo Superior Judicial, el 
cual estará integrado por la Sala de Gobierno y la Gerencia de la Rama Judicial. 
 
La Sala de Gobierno estará integrada por siete miembros, así:  
 
1. El Presidente de la Corte Constitucional.  
 
2. El Presidente de la Corte Suprema de Justicia.   
 
3. El Presidente del Consejo de Estado.  
 
4. Un delegado de la Corte Constitucional.  
 
5. Un delegado de la Corte Suprema.  
 
6. Un delegado del Consejo de Estado.  
 
7. Un delegado escogido por los magistrados y jueces, en la forma que lo determine la ley.  
 
En la Sala de Gobierno actuarán, con voz pero sin voto, el Fiscal General de la Nación, el Ministro de 
Justicia y del Derecho y el Gerente de la Rama Judicial.  
 
Los miembros señalados en los numerales 4, 5 y 6 deberán contar con los mismos requisitos del 
Gerente de la Rama Judicial y serán elegidos para un periodo de cuatro años.  
 
El reglamento de cada Corporación determinará los casos en que el Presidente  puede ser relevado de 
ciertas funciones jurisdiccionales, con el fin de que pueda atender las competencias de la Sala de 
Gobierno del Consejo Superior Judicial. 
 
La Gerencia de la Rama Judicial estará a cargo de un gerente, elegido por la Sala de Gobierno, de 
conformidad con la ley. 
 
La Sala de Gobierno será un órgano de formulación de políticas,   planificación, regulación  y control de 
las mismas. 
 
La Gerencia de la Rama  Judicial es la encargada de ejecutar los planes sectoriales y el presupuesto, 
así como la administración del recurso humano, y del Sistema Único de Información y Estadísticas 
Judiciales, de la carrera judicial, y de las demás actividades administrativas de la Rama, con sujeción a 
las políticas que dicte la Sala de Gobierno.”. 
 
ARTÍCULO 18. El artículo 255 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 255. El Gerente de la Rama Judicial deberá ser profesional, especializado y con maestría en 
ciencias administrativas,  económicas o financieras y tener como mínimo veinte años de experiencia en 
actividades relacionadas con las mencionadas profesiones.”. 
  
ARTÍCULO 19. El artículo 256 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 256. Corresponde a la Sala de Gobierno del Consejo Superior Judicial el ejercicio de las 
siguientes atribuciones: 
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1. Fijar la división del territorio para efectos judiciales y ubicar y redistribuir los despachos judiciales.  
 
2. Crear, ubicar, redistribuir, fusionar, trasladar, transformar y suprimir Tribunales, las Salas de estos, 
los Juzgados, cargos, cuando así se requiera para la más rápida y eficaz administración de justicia, así 
como crear Salas desconcentradas en ciudades diferentes de las sedes de los Distritos Judiciales, de 
acuerdo con las necesidades de estos. 
 
En ejercicio de esta atribución, la Sala de Gobierno,  no podrá establecer a cargo del Tesoro 
obligaciones que excedan del monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones. 
 
3. Regular los trámites judiciales y administrativos que se adelanten en los despachos judiciales, en los 
aspectos no previstos por el legislador 
  
4. Dictar los reglamentos constitucionales autónomos necesarios para el eficaz funcionamiento de la 
administración de justicia y los relacionados con la organización y funciones internas asignadas a los 
distintos cargos. 
 
5. Aprobar el proyecto de presupuesto de la rama judicial que deberá ser remitido al Gobierno. 
 
6. Proponer proyectos de acto legislativo y de ley, relativos a la administración de justicia y a los códigos 
sustantivos y de procedimiento.   
 
7. Regular el empleo de tecnologías de información en el servicio judicial con efectos procesales. 
 
8. Decidir sobre el cambio de radicación y el traslado  de procesos judiciales de cualquier jurisdicción y 
la creación de jueces con competencia nacional. 
 
9. Administrar la carrera judicial.  
 
10. Elaborar las listas para la designación y elección de funcionarios judiciales  y enviarlas a la entidad 
que deba designarlos, cuando hubiere lugar a ello. Se exceptúa la jurisdicción penal militar que se 
regirá por normas  especiales y la elección de magistrados de la Corte Suprema de Justicia y del 
Consejo de Estado. 
 
11. Las demás que le atribuya la ley. 
 
Parágrafo transitorio. Las demás funciones atribuidas  a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura contempladas en la ley, serán asumidas por la Sala de Gobierno, la que podrá 
delegarlas en el Gerente de la Rama Judicial, hasta tanto se expida la ley estatutaria a que hubiere 
lugar.”. 
 
ARTÍCULO 20. El artículo 257 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 257. Corresponde al Gerente de la Rama Judicial el ejercicio de las siguientes  atribuciones y 
funciones: 
 
1. Garantizar el eficiente funcionamiento del  sistema judicial y promover el acceso a la justicia. 
 
2. Dotar a cada una de las jurisdicciones de la  estructura administrativa y los medios necesarios para el 
cumplimiento de las funciones de  evolución del desempeño, control disciplinario y gestión de los 
procesos judiciales. 
 
3. Llevar el control de rendimiento de las corporaciones y despachos judiciales. 
 
4. Elaborar el proyecto de presupuesto de la  Rama Judicial. 
 
5.  Ejecutar el presupuesto de la Rama Judicial.  
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6.  Administrar un sistema único de estadísticas judiciales. 
  
7. Las demás que le atribuya la ley.”. 
 
ARTÍCULO 21. Adiciónese la Constitución Política con el siguiente artículo: 
 
“Artículo 257 A. Al Colegio Nacional de Abogados le corresponde llevar el registro nacional de 
abogados e investigar y sancionar las faltas disciplinarias de los abogados en el ejercicio de su 
profesión, de conformidad con la ley. 
 
La ley determinará la composición y el funcionamiento del Colegio Nacional de Abogados. 
 
La conducta disciplinaria de los fiscales, jueces y magistrados de Tribunal será  investigada, juzgada y 
sancionada por su superior funcional, salvo en el caso de aquellas personas que tengan fuero 
constitucional. 
 
Los funcionarios administrativos o los particulares que ejerzan funciones jurisdiccionales serán 
investigados, juzgados y sancionados por el superior funcional del juez que desplazaron al ejercer las 
funciones jurisdiccionales. 
 
Los empleados de la Rama Judicial serán disciplinados por el superior funcional del funcionario para el 
cual prestan sus servicios, sin perjuicio del poder preferente de la Procuraduría General de la Nación. 
 
Parágrafo transitorio. Mientras entra en funcionamiento el Colegio Nacional de Abogados, la función 
disciplinaria de los abogados será ejercida por la Procuraduría General de la Nación.”. 
 
ARTÍCULO 22. El artículo 267 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 267. El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría General de la 
República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los particulares o entidades que 
manejen fondos o bienes de la Nación.  
 
Dicho control se ejercerá en forma posterior y selectiva conforme a los procedimientos, sistemas y 
principios que establezca la ley. Esta podrá, sin embargo, autorizar que, en casos especiales, la 
vigilancia se realice por empresas privadas colombianas escogidas por concurso público de méritos, y 
contratadas previo concepto del Consejo de Estado.  
 
La vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio de un control financiero, de gestión y de 
resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la equidad y la valoración de los costos ambientales. 
En los casos excepcionales, previstos por la ley, la Contraloría podrá ejercer control posterior sobre 
cuentas de cualquier entidad territorial.  
 
La Contraloría es una entidad de carácter técnico con autonomía administrativa y presupuestal. No 
tendrá funciones administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.  
 
El Contralor General de la República será elegido por el Congreso en pleno, en el primer mes de sus 
sesiones, para un periodo igual al del Presidente de la República.  No podrá ser reelegido para el 
periodo inmediato ni continuar en ejercicio de sus funciones al vencimiento del mismo. Quien haya 
ejercido en propiedad este cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de haber cesado en sus 
funciones.  
 
Sólo el Congreso puede admitir las renuncias que presente el Contralor y proveer las vacantes 
temporales y definitivas del cargo. 
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Para ser elegido Contralor General de la República se requiere ser colombiano de nacimiento y en 
ejercicio de la ciudadanía; tener más de 35 años de edad; tener título universitario; o haber sido 
profesor universitario durante un tiempo no menor de 5 años; y acreditar las calidades adicionales que 
exija la ley.  
 
No podrá ser elegido Contralor General de la República quien dentro del año anterior a su elección haya 
contratado por sí o por interpuesta persona con entidades del orden nacional o territorial, quien sea o 
haya sido dentro de los cuatro años anteriores a la elección, miembro del Congreso u ocupado cargo 
público alguno del orden nacional, salvo la docencia. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes. Cuando se produzca falta absoluta del Contralor 
General de la República, será elegido uno nuevo que ejercerá las funciones hasta terminar el período 
institucional de aquél al que reemplaza.  
 
En ningún caso podrán intervenir en la postulación o elección del Contralor personas que se hallen 
dentro del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y primero civil o legal respecto de los 
candidatos.”.  
 
ARTÍCULO 23. Modifíquese el inciso 4º del artículo 272 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 272. (…) 
 
Igualmente les corresponde elegir Contralor para período igual al del Gobernador o Alcalde, de terna 
presentada por el Contralor General de la República.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 24. El artículo 276 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 276. El Procurador General de la Nación será elegido por el Senado, para un período de 
cuatro años, de terna integrada por el Presidente de la República.”. 
 
ARTÍCULO 25. Modifíquese el inciso 1º del artículo 341 de la Constitución Política quedará así: 
 
“Artículo 341. El Gobierno elaborará el Plan Nacional de Desarrollo con participación activa de las 
autoridades de planeación de las entidades territoriales y del Consejo Superior Judicial y someterá el 
proyecto correspondiente al concepto del Consejo Nacional de Planeación; oída la opinión del consejo 
procederá a efectuar las enmiendas que considere pertinentes y presentará el proyecto a consideración 
del Congreso, dentro de los seis meses siguientes a la iniciación del período presidencial respectivo.  
 
(…)”. 
 
ARTÍCULO 26. El presente acto legislativo rige a partir de su promulgación.  
 

De los Honorables Congresistas, 
 
 
 
 
 
 

GERMÁN VARGAS LLERAS 
Ministro del Interior y de Justicia 

 


